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 VERDADES INCUESTIONABLES 

Joaquim Solé Vilanova, catedrático de Finanzas Públicas y director del master en Hacienda 

Autonómica y Local, Universitat de Barcelona (LA VANGUARDIA, 30/08/04). 

 

Diversos factores económicos y políticos han llevado en los últimos 12 meses a continuas 

críticas del actual modelo de financiación autonómica de régimen común y a proponer como 

alternativas el concierto económico o un “modelo homologable” a él. Desde que en 1980 Cataluña 

recibió los primeros traspasos, ha habido críticas frecuentes al sistema de financiación de las 

comunidades autónomas (CC.AA.) de régimen común. Algunas de las críticas, muy razonables, han 

sido recurrentes (insuficiencia de recursos, inconcreción de criterios de solidaridad, etcétera), y 

otras han ido variando (como autonomía tributaria o participación en IRPF, IVA y especiales) 

porque el sistema de financiación ha cambiado y en algunos aspectos incluso ha progresado, pero 

en otros no. 

Sin embargo, uno tiene la sensación de que, tanto los ciudadanos que simpatizan con 

reformas dentro de modelos de negociación multilateral como el sistema Lofca como los que se 

inclinan por un modelo de negociación bilateral como el concierto económico tienen una enorme 

confusión que puede llevar fácilmente al desinterés. Confusión sobre qué hay de positivo y 

negativo en los actuales modelos común y foral y confusión sobre el grado de viabilidad fiscal y 

financiera de las distintas propuestas realizadas, siempre bajo el supuesto –probablemente 

unánime en Catalunya– de que deben garantizar un poder tributario efectivo –económica y 

políticamente– y una solidaridad “razonable” y no asfixiante. 

Con el ánimo de contribuir a reducir esta confusión si la hay, se ofrece a continuación una 

lista de lo que consideramos “verdades incuestionables” que permitan disponer al lector de una 

guía o puntos de referencia muy básicos sobre los que asentar la crítica o valoración del actual 

modelo de financiación autonómica y las posibles alternativas. 

Primero, la descentralización del gasto en el ámbito autonómico ha pasado de ser cero en 

1978 a ser un 35% del total del gasto del sector público (incluida la Seguridad Social) en el 2004. 

Aunque las leyes orgánicas o de bases pueden limitar insatisfactoriamente en muchos casos la 

autonomía del gasto, el proceso de descentralización de gasto habido en España es único por su 

volumen, su rapidez y la forma de financiarlo no basada en puras subvenciones. Segundo, un 

modelo de financiación es una combinación doble de ingresos propios (impuestos, recargos, 

etcétera) y de transferencias (subvenciones, participaciones, etcétera) que responden a múltiples 

objetivos y criterios. Puede haber infinitas combinaciones y por tanto infinitos sistemas de 

financiación, pero siempre basados en los dos pilares citados. 

Tercero, el poder fiscal –central, regional o local– sobre un área impositiva (renta, 

consumo, propiedad, etcétera) tiene tres facetas que tener muy en cuenta: poder para regular el 

impuesto, poder para apropiarse lo recaudado y gastarlo y poder para administrar el impuesto. Las 

tres facetas pueden ir juntas o separadas y a menudo no sólo pueden ir separadas sino que pueden 

ser compartidas por más de un nivel de gobierno. Por ejemplo, el IRPF es regulado y compartido 

en España por el poder central y autonómico y administrado por el central. 

Cuarto, el poder tributario, derivado de la Lofca de 1980 y los estatutos, que disfrutaban 

las CC.AA. de régimen común, fue muy bajo hasta 1996. Desde 1997 los parlamentos autonómicos 

gozan de una autonomía tributaria nada desdeñable que se refuerza a partir del 2002. El poder 

para establecer o modificar impuestos que tienen las CC.AA. es muy superior al que gozan los 
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gobiernos regionales de Alemania (casi nulo individualmente), Italia y Bélgica. 

Quinto, el hecho de que hasta 1978 España fuera un Estado unitario comportaba que la 

solidaridad entre los distintos territorios fuera “absoluta” puesto que todos los impuestos se 

ingresaban en el saco único común de Hacienda y los servicios públicos se financiaban, es de 

suponer, de forma uniforme. Un Estado con poder tributario autonómico requiere una concreción 

de criterios de solidaridad en los modelos de financiación que la Constitución de 1978 no hace ni 

para las CC.AA. de régimen común ni para las forales. 

Sexto, la solidaridad interterritorial es una cuestión de grado, como también lo es la que 

existe entre las personas a través, por ejemplo, de los mecanismos redistributivos del IRPF. La 

solidaridad no es una cuestión de todo o nada. 

Séptimo, la Constitución española reserva, originariamente, la soberanía fiscal al poder 

central, pero es un texto abierto –para bien y para mal– donde caben infinidad de modelos de 

financiación autonómica con amplios grados de poder fiscal y distintos niveles de solidaridad. 

Octavo, las balanzas fiscales regionales son el cálculo del déficit o superávit que representa 

la diferencia anual entre los ingresos impositivos aportados por un territorio a una administración 

superior y los recursos monetarios (o los beneficios) que recibe ese territorio. Las balanzas fiscales 

no tienen nada que ver con los modelos de financiación autonómica, excepto que los instrumentos 

de solidaridad de estos últimos son un elemento, pero no el principal, que afecta a la balanza fiscal. 

Los cálculos de balanzas fiscales dan una información de utilidad económica y política, pero no son 

una guía para descubrir el modelo óptimo de financiación de una comunidad autónoma. 


